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Acta Nro. 559 de octubre 26 de 2009




Se decide la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía el pasado 6 de julio, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por el Ministerio Público, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Carlos Arturo Peláez Llano.





ANTECEDENTES





Pidió la Agente del Ministerio Público en Quinchía que se declarara la interdicción judicial por causa de demencia del señor Peláez Llano, se le privara de la administración de sus bienes, se le designara curador que asumiera su representación legal y aquella administración, se registrara el fallo en los libros correspondientes y se publicara la decisión en los términos legales.

  



Para ello expuso, en síntesis, Carlos Arturo Peláez Llano padece trastornos mentales que lo inhabilitan para trabajar y desempeñarse adecuadamente en comunidad; es mayor de edad, soltero, sin descendientes conocidos, y sin ninguna persona que se haga cargo de él; requiere, por tanto, que se le declare en interdicción y se le nombre un curador que lo represente. 





Mediante auto del 30 de enero de 2007, se admitió la demanda y se ordenó el emplazamiento de los parientes del presunto interdicto; posteriormente se decretaron las pruebas pedidas y se dispuso la práctica de un dictamen médico.

   



Practicadas las pruebas, el juzgado dictó sentencia en la que decretó la interdicción por causa de demencia del señor Carlos Arturo Peláez LLano, designó como curador a Bernardo de Jesús Isaza Rodríguez, ordenó la inscripción del fallo en el registro civil de nacimiento del enfermo y la publicación del mismo en la forma que señala la ley. 





Cumplido el trámite respectivo en esta sede, incluso con la notificación al señor Peláez Llano de la nulidad en que se incurrió en primera instancia, sin que ella fuera alegada, se procede a decidir, previas las siguientes:

  



CONSIDERACIONES
  



Se intenta mediante este proceso que se decrete la interdicción judicial por la enfermedad mental que padece Carlos Arturo Peláez Llano, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 649 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.





Sobre la personalidad y comportamiento del enfermo declararon Miriam García de Acevedo, Berlaín García López  y Jorge Iván Ramírez Peláez.  Particularmente la primera de ellos dio cuenta de su cercanía con el enfermo y de cómo es una persona que habla muchas incoherencias, es descuidado en su aseo, aunque tiene sus momentos de lucidez, y va de un lado para otro; el segundo, aunque poco conoce de la vida de Carlos Arturo, sí indicó que cuando habla con él incurre en incoherencias y además lo ha visto caminando, “con un costal al hombro, por la ruta que de Belén conduce a Anserma; y el tercero, primo de Carlos Arturo, señaló que él se mantiene “calle arriba y calle abajo”, aunque nada dijo sobre sus condiciones mentales; en todo caso, ninguno de ellos sabe dónde vive o si alguien le presta algún cuidado. 

   



Corrobora esa anormal situación mental de Carlos Arturo el examen médico practicado al paciente por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en el que el médico psiquiatra concluyó que “…tiene un diagnóstico de esquizofrenia paranoide”; “….el pronóstico es malo puesto que no hay cura específica para esta alteración. PELAEZ LLANO CARLOS ARTURO no tiene la capacidad mental para administrar de forma adecuada sus bienes materiales ni tampoco tiene capacidad intelectual para disponer de ellos. Tampoco tiene capacidad para valerse por sí mismo, necesita asistencia permanente hasta para sus necesidades básicas…”. 




Contra dicho dictamen no se presentó objeción alguna dentro del término que para ello se otorgó, ni el Juzgado le formuló reparos.

Aunque similar conclusión contiene el documento que reposa a folios 4 a 6, el mismo no ha debido ser admitido porque no se ajusta a las exigencias de la regla 1ª del artículo 659 del C.P.C.; ello ha debido ser corregido mediante la inadmisión de la demanda y aunque no se hizo así, a esta altura, con la prueba médica recaudada, se supera esa inconsistencia. 
Aquél dictamen es claro, preciso y corresponde a la situación fáctica consignada en la demanda respecto del enfermo, lo que lo torna suficiente para esta instancia, como en su momento lo fue para el juez de primer grado, para que se concluya que Carlos Arturo Peláez Llano es incapaz de administrar y disponer libremente de sus bienes y requiere, por tanto, de la ayuda de una tercera persona que en ese sentido la reemplace.

Ante la ausencia de las personas llamadas por ley a ejercer esa guarda, como quedó evidenciado en el proceso, era imprescindible designarle un curador dativo, nombramiento que recayó en un profesional del derecho, sobre el que la Sala no halla reparo, para que pueda representar al incapaz y administrar sus bienes, ya que en cumplimiento de lo dispuesto por  el artículo 545 del C. Civil, subrogado por el 8º de la Ley 95 de 1890 (norma vigente para el momento en que se promovió la demanda), debe relevarse al enfermo de dicha facultad. 




Dice al respecto la citada disposición, después de haber sido revisada su constitucionalidad en sentencia C-478 de 2003, que “... El adulto que se halle en estado habitual de demencia ... será privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos...”.

  



De manera que como a la misma deducción llegó el juzgado, la sentencia será confirmada, pero modificando lo atinente al otorgamiento de la caución que se le fije y a la confección del inventario por parte del curador, que han debido disponerse de una vez en el fallo. 
 



No habrá condena en costas por la naturaleza del asunto.  

DECISIÓN

   



En armonía con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía el pasado 6 de julio, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por el Ministerio Público, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Carlos Arturo Peláez Llano, ADICIONÁNDOLA en el sentido de que el curador designado deberá prestar la caución que se le señale y presentar un inventario solemne de los bienes del interdicto.

 



Sin costas.

  



Cópiese y notifíquese





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                   CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
Con permiso
5

[image: image3.png]


_1214118482

